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 TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA ESPECIALIZADO EN DELINCUENCIA ORGANIZADA. Primer Circuito
Judicial de San José (En funciones como Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San
Ramón), a las once horas con cincuenta y cinco minutos, del día veintinueve de setiembre del año dos mil veinticinco.

[Nombre 001]
[Nombre 003]

[Nombre 004] [Valor 002]

[Nombre 007] [Valor 003]
[Nombre 009]

 RECURSO DE APELACIÓN DE SENTENCIA PENAL interpuesto en la presente causa seguida contra ,
costarricense, cédula de identidad [Valor 001], nacido el 12 de agosto de 1981, en San José, hijo de [Nombre 002] y ,
soltero, trabajaba en taller de enderezado y pintura como administrador, vecino de San José, Pavas, recibiendo tratamiento
psicológico en el IAFA; , costarricense, cédula de identidad , nacido el 8 de noviembre de 1979, en Limón,
hijo de [Nombre 005] y [Nombre 006], soltero, digitador de datos en un Sportsbook, vecino de Heredia, Mercedes Norte; y contra

, costarricense, cédula de identidad , divorciada, nacida el 23 de julio de 1978, hija de [Nombre 008] e
, abogada de profesión, cuenta con oficina en Heredia,  vecina de Heredia, Mercedes Sur; por el delito de

SECUESTRO EXTORSIVO, cometido en perjuicio de [Nombre 010].  Intervienen en la decisión del recurso, el juez Raúl Madrigal
Lizano y las juezas María Milagro Granados Garcia,  Hannia Soto Arroyo. Se apersonó en esta sede, el licenciado José Miguel
Villalobos Umaña, defensor particular del acusado [Nombre 001]; la licenciada Cindy Flores Brenes, abogada defensora del
acusado [Nombre 004]; y,

RESULTANDO:
 I.- Que mediante sentencia número 341-2025, de las quince horas del seis de junio de dos mil veinticinco, el TRIBUNAL
PENAL DE HEREDIA, resolvió: "POR TANTO: De conformidad con los artículos 39 y 41 de la Constitución Política; 8 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos; 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 14.2 del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1, 2, 3, 4, 5, 6, 11, 12, 13, 16, 142, 184, 193, 195, 196, 258, 265, 266, 267, 360 a
365, 367 del Código Procesal Penal; 1, 2, 3, 4, 11, 12, 14, 18, 19, 20, 30, 31, 45, 71, 72 inciso g), 110, 215 incisos 1), 2) y 5)  del
Código Penal, por UNANIMIDAD de los votos, este Tribunal resuelve de la siguiente manera: 1) Se declara la nulidad de la
resolución de las once horas del diecisiete de enero del año dos mil veinticuatro, visible a folios 110 a 116 del principal.   2) Se
declara a [Nombre 001], [Nombre 004] y a [Nombre 007], coautores responsables de UN delito de SECUESTRO EXTORSIVO,
cometido en perjuicio de [Nombre 010] , consecuentemente se les impone la pena de QUINCE AÑOS DE PRISIÓN a cada uno,
pena que deberán descontar previo abono de la preventiva sufrida en el lugar y forma que determinen los reglamentos
penitenciarios. Por NO cumplirse con los requisitos de ley, no se sustituye la pena ordenada. 3) Ante lo resuelto, se ordena la
prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva contra los sentenciados [Nombre 001] y [Nombre 004], así como se modifica la
medida cautelar de arresto domiciliario con monitoreo electónico, y se impone PRISIÓN PREVENTIVA, contra la sentenciada
[Nombre 007], todos, por el plazo de seis meses, contados a partir del dia de su vencimiento, sea el 28 de julio de 2025 y hasta el
VEINTIOCHO DE ENERO DE DOS MIL VEINTISÉIS. 4) Una vez firme la sentencia y con respecto a la evidencia material decomisada
se dispone lo siguiente: en relación a la identificada como discos compactos, dispositivo de almacenamiento USB y "voucher" de
Western Union, se ordena mantenerla como parte del expediente, por el plazo de conservación del mismo. En cuanto al arma tipo
pistola, color negro, marca BBM, estilo GAP Kal 9mm PAK, su cargador y dos municiones, no letales, decomisadas según el acta de
secuestro 0233904, se ordena su comiso e inmediata destrucción. Con respecto al dinero decomisado, según Acta de Decomiso,
Secuestro o Hallazgo número 0124325-23, se ordena su devolución al señor [Nombre 021], o a quien éste autorice, para lo cual
deberán dirigirse al Ministerio Público, siendo que en el Sistema de Depósitos Judiciales, no se evidencia que se encuentre el
dinero a la orden de este Tribunal Penal. 5) Se resuelve sin especial condenatoria en costas , salvo en lo que respecta a los
honorarios de las representaciones técnicas privadas, que serán asumidas por los condenados [Nombre 001] y [Nombre 004]
respectivamente, y son los gastos del proceso a cargo del Estado. 6) Se le hace ver a los condenados, que pueden contar con la



asesoría técnica de la Defensa Pública en la fase de ejecución de la sentencia. 7) Firme la sentencia, se inscribirá en el Registro
Judicial y se expedirán los testimonios de estilo al Juzgado de Ejecución de la Pena, al Instituto Nacional de Criminología y al
Centro penitenciario donde sean recluidos los sentenciados. Notifíquese mediante lectura.- LAURA CHINCHILLA ROJAS  JUAN
CARLOS MORALES JIMÉNEZ  ANDREA FONSECA SÁENZ  JUEZAS Y JUEZ DE JUICIO  TRIBUNAL PENAL DE HEREDIA."(sic).
     II.- Que, contra el anterior pronunciamiento, el licenciado José Miguel Villalobos Umaña, defensor particular del acusado [Nombre
001] y la licenciada Cindy Flores Brenes, abogada defensora del acusado [Nombre 004], interpusieron los recursos de apelación de
sentencia penal, mismos que serán resueltos por la presente integración del Tribunal de Apelación de Sentencia Especializado en
Delincuencia Organizada, según el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, número XXVI, en la sesión número 53-2023,
del 23 de junio de 2023.
III.- Que verificada la deliberación respectiva de conformidad con lo dispuesto por el artículo 465 del Código Procesal Penal, el
Tribunal se planteó las cuestiones formuladas en la impugnación.
IV.- Que en los procedimientos se han observado las prescripciones legales pertinentes.
          Redacta el juez de Apelación de Sentencia Penal Madrigal Lizano, y;

CONSIDERANDO:
 I.- El licenciado José Miguel Villalobos Umaña, defensor particular del acusado [Nombre 001], en su primer motivo aduce lo
siguiente: “Ilegal incorporación de prueba esencial venida de Panamá”. Describe que la probanza fundamental que determinó la
credibilidad de las versiones del ofendido y su madre, fue un video que se remitió desde Panamá a oficiales del Organismo de
Investigación Judicial y que consistió en la prueba admitida número 1.  Estima que el ofrecimiento probatorio fue incorrecto, por
cuanto no es cierto que ese disco compacto corresponda al video que el agraviado mostró a los oficiales de Fuerza Pública, pues
así lo admitió el testigo [Nombre 011] en su deposición en debate, ello cuando le fue mostrado dicho archivo audiovisual.  Señala
que, ese supuesto video, nunca apareció y no fue prueba en este proceso.  Destaca que el único registro visual admitido como
probanza es el remitido por alguien desde Panamá, según consta a folios 22 y 67 de los autos, ello el 30 de noviembre de 2022,
sea el mismo día de los hechos, así como fue ofrecido y admitido como la prueba documental número 4 y 14. Refiere que, en
segundo lugar, lo que se desprende a folio 67, que se elaboró un acta de extracción de un video supuestamente remitido por la
señora [Nombre 014] de un número telefónico de Panamá.  Subraya que nunca se levantó un acta de la recepción del video, ni de
las circunstancias de este evento, como lo obliga el numeral 9 de la Ley Orgánica del O.I.J. y sus reformas, el que transcribe.
 Reclama que el protocolo establecido en el anterior canon procesal no se cumplió en este asunto, así como también se infringieron
los artículos 285 y 286 del Código Procesal Penal, lo que implica un vicio de ilegalidad de la prueba al no haber sido incorporada al
procedimiento conforme la ley y, por tanto, no tiene valor para condenar, según lo dispuesto por los numerales 182 y 183 ibídem.
 Describe que lo que hizo el O.I.J., y avaló la Fiscalía, así como el tribunal de instancia, fue únicamente levantar el acta de
extracción del video y no de su recepción.  Señala que nunca se supo la hora en que el archivo visual fue remitido desde el teléfono
consignado en el acta y reitera que se incumplió el ordenamiento legal antes descrito, lo que sustenta con la repetición de sus
argumentos.  Sostiene que el mecanismo para incorporar una prueba del extranjero no es tan sencillo como pretende hacerlo valer
el a quo en el acápite B del primer considerando, cuando analizó la ilegalidad invocada del video aportado como prueba material
número 1, ocasión en la cual afirmó que era irrelevante la plataforma tecnológica a través de la cual se remitió el video y que lo
importante fue que se dejó constancia de la extracción del archivo del computador del O.I.J., para lo cual remite a la página 13 de la
sentencia.  Estima que el anterior argumento es absolutamente inaceptable y configura un grave vicio en la incorporación y
valoración de la prueba, así como de su legalidad, en virtud de que no se dejó constancia de la recepción del video, pues el O.I.J.
se limitó a documentar cuando se extrajo, ello de una computadora y con la finalidad de hacerlo llegar al fiscal, pero no se consignó
su recepción en tal dispositivo tecnológico, así como su día y su hora.  Por ello, sostiene que la veracidad del video no se puede
constatar con el acto elaborado por la policía judicial e insiste en que su incorporación al debate fue ilícita. Destaca que la
autoridad jurisdiccional de mérito indicó que no existen elementos objetivos para derivar que la prueba haya sido manipulada de
forma “maledicente” para beneficiar o perjudicar a alguien, como se aprecia en la página 13 de la sentencia apelada in fine.
 Considera que el aserto del a quo “ignora el objeto del proceso penal y sus normas: las exigencias de incorporación de prueba se
establecen casualmente para validarla y no se trata de violar esas reglas y exigir que se invierta la carga de la prueba y que la
defensa deba verificar la ilegalidad del contenido de ella, pues primero debe valorarse el mecanismo de su incorporación y con
posterioridad a ello, su contenido y no a la inversa”.  Refiere que no se trata de simples y “enojosas” formalidades si no que se trata
de garantías procesales consagradas en la ley y validadas por la Sala Constitucional en el voto 1739-92.  Destaca que, a pesar de
entender que el video en cuestión es el único que será utilizado por el tribunal de instancia, desaplicó “de la forma más
irresponsable” el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las repúblicas de Costa Rica, El Salvador,
Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, Ley N°7696 del 3 de octubre de 1997, al entender erradamente que el procedimiento
para el envío de prueba, desde esos países al nuestro, es a modo de posibilidad, pero no constituye una obligación y que
solamente se aplica cuando tal prueba no se puede hacer llegar por otros medios, de modo que si la probanza se logró enviar por
otros mecanismos, no importa la no aplicabilidad del Tratado.  Sostiene que la autoridad jurisdiccional de mérito pareciera entender
que la colaboración internacional es simplemente para obtener la prueba que no se quiera remitir por otras vías, lo cual, en su
criterio, deja a total discreción su validez y su veracidad. Reclama que, bajo la comprensión del a quo, no importa que se ignore e
irrespete la normativa de incorporación al ordenamiento costarricense de la evidencia remitida desde Panamá y reitera sus
alegatos.  Indica que el ámbito de aplicación del Tratado en cuestión comprende la obtención de medios de prueba en su numeral
2, “que no solo pretende facilitar que se obtenga, SINO QUE SE VALIDE DICHA OBTENCIÓN y evitar las dudas y cuestionamientos
de procedimientos y mecanismos ajenos a nuestro derecho”.  Destaca que establecer, bajo el principio de amplitud probatoria, que
todo documento, conversación, video, datos y papeles puede ser enviado por cualquier medio tecnológico y ser recibidos en Costa
Rica sin levantar acta de ello, para ser empleado en una sentencia condenatoria, con la “simple” declaración de testigos, es una
forma de transformar el procedimiento penal en un mecanismo inquisitorial y una farsa procesal. Gestiona que el motivo sea
declarado con lugar y se determine la ineficacia de la prueba derivada del video ofrecido y admitido como prueba número 1; se
impida su valoración probatoria; y se resuelva remitir los autos a un juicio de reenvío, a efecto de que se analice nuevamente las



evidencias sin la prueba anulada y se emita una sentencia acorde a derecho. Posición del Ministerio Público: No consta que la
licenciada María de los Ángeles Ramírez Villalobos, en su calidad de representante fiscal, hubiera contestado el recurso formulado
por el defensor Villalobos Umaña.  Sin lugar: Del estudio detenido de la resolución apelada, así como del procedimiento mediante
el cual se obtuvo y se incorporó al debate el archivo visual registrado como número 1, esta cámara determina que no contiene los
vicios enunciados por el recurrente.  Como lo informó el apelante, el a quo ofreció una respuesta a la inquietud expuesta por la
defensa acerca de la licitud de la probanza en cuestión y, para lo cual, resolvió lo siguiente: “B) SOBRE LA LEGALIDAD DEL VIDEO
APORTADO COMO PRUEBA MATERIAL N.°1. Dado que en este acápite se está definiendo y depurando el marco fáctico y
probatorio sobre el que partirá la sentencia, es indispensable dejar zanjado lo relativo a la legalidad en la obtención del único video
que será objeto de pronunciamiento y que, si bien es parte del contenido de uno de los celulares decomisados cuya extracción ha
sido ya declarada ilegal, el mismo provino de una fuente independiente y legítima. En el folio 67 del expediente se observa la
existencia de un acta de extracción de video que, textualmente, señala “En Heredia, propiamente en la Delegación del Organismo
de Investigación Judicial de Heredia. Al ser 15:59 horas del 30 de noviembre del 2023. Presentes en este lugar la servidora Viviana
Brenes León en asocio del testigo de actuación [Nombre 013], se procede a realizar ACTA DE EXTRACCIÓN DE VIDEO, en este
acto se procede a extraer del computador N°630823, perteneciente al Poder Judicial, propiamente a la oficina del Organismo de
Investigación Judicial de Heredia, UN VIDEO GRABADO CON UN TELÉFONO CELULAR DONDE EL IMPUTADO SOLICITA EL
DINERO PARA LIBERAR AL OFENDIDO, el cual fue remitido por la madre del ofendido identificada como [Nombre 014] , por medio
del número telefónico +[Valor 004], se respaldo en un disco compacto, formato DVD, con membrete del Poder Judicial, rotulado
expediente N° 23-008719-0059-PE. Lo anterior debido a que el usuario solamente por este medio podría remitir la información,
siendo esta de gran importancia, ya que corresponde al momento en que el encartado solicita el dinero a la madre del ofendido. Es
Todo.- Leída que fuera en alta voz, encontró conforme, se ratifica y/firma para constar”. Lo anterior empata con la declaración que
rindió la titular de ese derecho telefónico, la señora [Nombre 014] quien aseguró que ella recibió en su celular dicho video por parte
de las personas acriminadas y que, a pesar de que ella se desmayó y estuvo hospitalizada por tres días (según sus cálculos y lo
que la memoria le permitió recordar), logró hacerlo llegar a las autoridades costarricenses. Tales aseveraciones son suficientes
para entender que, quien estaba legitimada para autorizar la remisión de ese insumo probatorio a la policía judicial por ser la
portadora de ese derecho telefónico, así lo autorizó en todo momento, con independencia de que haya sido ella de forma directa o
algún familiar suyo por medio del aparato ligado a aquel. Nótese que la testigo nunca reclamó ni mostró inconformidad con ese
proceder, en contraposición a ello, se refirió a ese video como la principal prueba de los hechos sufridos por su hijo, el aquí
ofendido. Es irrelevante la plataforma tecnológica a través de la cual se superó la barrera física que supuso la distancia entre Costa
Rica y Panamá, país este último en donde reside la progenitora de la víctima que aportó la probanza, lo importante es que el
Organismo de Investigación Judicial dejó constancia de la manera en que se extrajo de un computador y se respaldó en un disco
compacto como soporte, sin que existan a este momento elementos objetivos para derivar que esa prueba haya sido manipulada de
forma maledicente para beneficiar o perjudicar a persona alguna. Las confusiones entre videos que evidenciaron los investigadores
declarantes no obedece a una alteración de ese archivo, sino a la existencia de varios relacionados con el día de los hechos que
bien pudieron ser observados por ellos cuando se aperturaron los celulares, pero que ahora no se emplearán para la resolución de
la situación jurídica de las personas acusadas. En ese tanto, será solo ese video rotulado con el número de causa el que será
empleado por este tribunal. El Tratado de asistencia legal mutua en asuntos penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El
Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá al que, comprende este órgano, aludió el abogado de [Nombre 001],
contiene una serie de acuerdos entre Estados para la colaboración recíproca en obtención y envíos de prueba, pero a modo de
posibilidad, más no de obligación. Lo es, si se quiere, para insumos probatorios que no puedan ser hechos llegar por otros medios.
El uso de la tecnología no está vetado para esos efectos al amparo de la libertad probatoria normada en los artículos 181 y 182 del
Código Procesal Penal. Los únicos límites son la legalidad de la obtención y la ausencia de alteraciones, por lo que, descartadas
ambas por lo ya profundizado, no se encuentra motivo plausible para su exclusión” (copia literal extraída de las páginas 12 a 14 de
la resolución apelada). Aunque esta Cámara no comparte plenamente el razonamiento contenido en la anterior cita, como se irá
viendo poco a poco, sí coincide con que el video remitido por la madre del ofendido constituye prueba lícitamente incorporada al
procedimiento penal y, por tanto, su evacuación al debate fue legítima y, bajo tal condición, debía ser valorado en la sentencia.   Lo
primero que debe resaltarse es que el video es un documento privado y, dada tal condición, resulta legítimo que la persona que lo
posea consienta en trasladarlo a la autoridad pública para que sirva como prueba en un procedimiento penal.  Desde tal
perspectiva, la señora [Nombre 014] es la titular del derecho de privacidad de las comunicaciones que sostuvo con un “señor que
no tiene cabello”, a quien posteriormente identificó como el justiciable [Nombre 001], y que incluyó el envío de un video a través de
la plataforma de mensajería Whatsapp.  Al renunciar la señora [Nombre 014] a su derecho de privacidad de sus comunicaciones,
conforme la legislación costarricense, necesariamente debe entenderse que no existe una intromisión ilegítima de las autoridades
policiales a sus derechos personales y, por otra parte, por ser ella quien mantuvo un diálogo, a través de Whatsapp, con el
imputado [Nombre 001], quien utilizó el dispositivo móvil del coendilgado [Nombre 004], tiene el derecho legal de presentar el
contenido de las conversaciones, lo que incluye mensajes de voz y archivos audiovisuales, dentro del contexto de esa
comunicación efectiva, ante las autoridades judiciales o policiales para la investigación correspondiente, conforme la previsión legal
del artículo 29 de la Ley N° 7425 de la Ley de sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las
Comunicaciones.  Conviene señalar que los bienes jurídicos tutelados por el tipo penal de secuestro extorsivo son la libertad
ambulatoria, la libertad de determinación y el patrimonio.  El primero de ellos claramente hace referencia a la persona directamente
secuestrada.  Los otros dos aluden a quienes pagan “el rescate”, puesto que efectúan la conducta exigida por los autores de los
hechos enviando dinero de su propio peculio.  De ahí que no puede afirmarse que el ofendido fue únicamente el señor [Nombre
010], sino que tal categoría procesal también se extiende a la señora [Nombre 014], quien, se reitera, poseía el derecho de
presentar el video que le fue enviado por el justiciable [Nombre 001] a la autoridad fiscal y policial.  Dada esas particularidades y
visto el consentimiento expuesto por la señora [Nombre 014], se tornaba innecesario seguir el protocolo del Tratado de Asistencia
Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, que
es Ley de la República N° 7696.  Esta cámara sí discrepa con el tribunal de mérito en que el susodicho Tratado es potestativo.  Al



contrario, su seguimiento es de orden obligatorio e imperativo, con las excepciones como las presentes, en donde, conforme el
ordenamiento procesal costarricense, la titular del derecho de privacidad puede renunciar lícitamente al procedimiento establecido
para el secuestro del archivo visual y, en consecuencia, si también es la persona ofendida, entregarlo directamente a las
autoridades policiales y fiscales.  Lo segundo que conviene resaltar es que no puede afirmarse plenamente que el video constituye
propiamente una prueba “venida de Panamá”.  Las probanzas extranjeras se definen de la siguiente manera: “Estos elementos
referentes a la prueba y su puesta en conocimiento al juzgador son los mismos independientemente del lugar en donde se hayan
obtenido, y por tanto podríamos decir que las pruebas en el extranjero son aquellos medios probatorios que se han puesto en
conocimiento del juez para que resuelva la controversia surgida, y cuya obtención u origen se ha dado fuera de su jurisdicción. Por
consiguiente, fueron autoridades de otro país y bajo su propio ordenamiento jurídico interno las que han procedido a su búsqueda,
obtención y envío, previa solicitud de las autoridades costarricenses” (Vindas Rojas, W (2014) La obtención de la prueba penal en
el Extranjero. Análisis a la luz del Tratado de Asistencia Legal Mutua en asuntos penales entre los países centroamericanos y la
experiencia en los tribunales costarricenses.  Tesis final de graduación para optar por el grado académico de Licenciatura en
Derecho. Universidad de Costa Rica. Pp 32 y 33). En este caso, el lugar de origen del video, es decir, el sitio donde se produjo y
editó fue en Costa Rica, propiamente en la casa de habitación donde se dieron los hechos, ello cuando el justiciable [Nombre 001]
lo grabó y lo envío, a través del teléfono celular del coimputado [Nombre 004], a la señora [Nombre 014] para exigirle el pago para
liberar a su hijo [Nombre 010].  Desde esa perspectiva, no podía entenderse que el video fue hecho o grabado en Panamá, como
para suponer que su origen es este último lugar geográfico.  Así mismo, la obtención del archivo visual no fue producto de una
investigación policial panameña si no costarricense, ello porque la ofendida reenvío el video que previamente le había sido remitido
por el imputado [Nombre 001] al fiscal Allan González Navas.  En ese sentido, conviene recordar que la interpretación teleológica
del Tratado supracitado no es que el Estado requerido realice todos los actos policiales de investigación criminal solicitado por el
Estado requirente si no que se trata de una asistencia limitada.  Al respecto, en su preámbulo, se consignó lo siguiente: "Los
Estados del Istmo centroamericano han suscrito el presente Tratado con el objeto de crear un marco jurídico que les permite
asistirse mutuamente en asuntos penales que se ventilan en sus respectivos Tribunales de Justicia. Sin embargo, los países
suscribientes han estimado que esta asistencia es limitada a aspectos accesorios al proceso, los cuales no van en detrimento del
deber soberano de cada Estado de administrar justicia. En este sentido su objeto es facilitar la ejecución de un acto procesal en
aquellos casos en los que sea necesaria la colaboración de autoridades de otro Estado. La asistencia contempla los siguientes
aspectos: recepción de declaraciones testimoniales, obtención y ejecución de medios de prueba, notificación de resoluciones
judiciales, ejecución de medidas cautelares, localización de personas, así como cualquier otro tipo de asistencia acordada entre
dos o más Estados Partes” (tomado de la resolución 2002-9626, de las 11:16 horas, del 4 de octubre de 2002 de la Sala
Constitucional). Situación como la presente recuerda aquella máxima de que el ordenamiento jurídico va detrás de la realidad, lo
cual es especialmente cierto porque el Tratado supracitado se firmó en año 1993, año en que se creó una aplicación para el
acceso al internet por parte de usuarios no técnicos y se permitió el acceso irrestricto de la World Wide Web (www), lo que generó
la democratización y la revolución de la información moderna y sentó las bases del ecosistema digital actual.  De modo que, en
1993, era remotamente difícil pensar que, 30 años después, una persona desde Las Chorreras de Puerto Caimito en Panamá
pudiera reenviar un video a la autoridad policial de Heredia en Costa Rica gracias a la internet.  En otras palabras, el Tratado se
elaboró y formalizó bajo otro ecosistema de información, en donde, efectivamente, la gran mayoría de pruebas dentro del proceso
penal se documentaban mediante escritos, lo que generaba la discusión de su autenticidad y su legitimación.  Tales motivos
conducen a este Tribunal a afirmar que las reglas que deben seguirse, con esta prueba en específico, son las propias del
ordenamiento interno costarricense, lo que ratifica que era innecesario seguir imperativamente el protocolo establecido en el
Tratado en cuestión.  Así las cosas, esta cámara arriba a la misma conclusión expuesta en el fallo apelado: que era innecesario
seguir el protocolo previsto en el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El
Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, porque la ofendida voluntaria, libre y conscientemente reenvió a las
autoridades policiales un video que era prueba del delito de secuestro extorsivo y que le había remitido el encartado [Nombre 001],
de conformidad con la Ley N° 7425.  Por tanto, se rechaza el alegato de que no se siguió el procedimiento establecido en el
Tratado comentado.  En otro orden de ideas, es innegable que no existe un acta de recepción del archivo audiovisual en cuestión.
 Esta cámara comparte con el defensor que es importante saber cómo se remitió el video y que incluye el canal tecnológico que se
empleó. A pesar de que el tribunal de instancia desdeñó tal circunstancia, de la correlación de los testimonios de la señora [Nombre
014] y de su hijo [Nombre 010], se desprende que este último la llamó para que enviará el video a las autoridades policiales
costarricense.  Nótese que doña [Nombre 014] explicó lo siguiente: “Los mensajes sí se los remitió a Allan, los de los dos números
diferentes” y, conforme se comprende de su relato, el receptor de tal información corresponde a un fiscal llamado Allan, que
coincide plenamente con el nombre nominal del represente fiscal que atendió el incidente: Allan González Navas, quien cabalmente
labora en el Ministerio Público de Heredia.  Por otro lado, en vista de que el video fue remitido inicialmente a través de la aplicación
de mensajería Whastapp es razonable que el reenvío del archivo visual se hizo utilizando ese mismo canal tecnológico.  Tal
situación se desprende a partir de las condiciones particulares de la ofendida [Nombre 014], quien es una persona no especialista
en aspectos tecnológicos y, desde esa perspectiva, resulta razonable pensar que carece de la expertis para convertir el video en
otro lenguaje informático y transmitirlo al fiscal González Navas a través de un canal tecnológico distinto del que lo recibió.  Es
sabido que son confidenciales y privados los teléfonos particulares de los funcionarios judiciales o, bien, cualquier otro número
telefónico que sea utilizado por el Ministerio Público para comunicarse con las víctimas.  Ello justifica plenamente que no se elabore
el acta de recepción en los términos pretendidos por la defensa, pues implicaría insertar datos privados y confidenciales de
funcionarios públicos o de los canales telefónicos que estos utilizan para coordinar con las personas ofendidas.  Por otro lado, el
tribunal de instancia identificó el video en cuestión por su código hash, a saber, 263b6f26-848d-426 d-b06b-187e693e67ed, lo que
permitía a la defensa darle el seguimiento debido a su cadena de custodia y su origen.  Conviene recordar que un código hash es
una huella digital única de un archivo tecnológico virtual y, por tanto, es un método fiable para identificar y obtener la información
de su origen. De manera que, si hubiese sido de interés de la defensa, pudo haberse gestionado una pericia al respecto.  Debe
destacarse que, si el video hubiera sido modificado por la señora [Nombre 014] o la policía judicial, el código hash cambia en su



nomenclatura alfanumérica y hubiera permitido su rastreo.  Es bajo tal panorama y comprensión -que el video que constituye como
prueba tiene un código hash que permite autenticarlo desde su creación- que debe interpretarse el argumento del a quo, en el
sentido de que era irrelevante la plataforma tecnológica en que se envió tal archivo audiovisual y que este no sufrió modificaciones,
pues lo trascendente era el video en sí mismo considerado y que no fue objeto de cambios desde que el endilgado [Nombre 001],
utilizando el teléfono celular del coimputado [Nombre 004], lo remitió a la señora [Nombre 014].  Por tales motivos, se rechaza el
alegato sobre el particular. Por otra parte, aunque no se tiene claridad de si se trata de un argumento o de una descripción de los
sucesos del juicio, conviene establecer que el propio impugnante admite que el video en cuestión sí fue ofrecido por el Ministerio
Público y admitido por el Juzgado Penal de la Etapa Intermedia para ser incorporado al debate, aun si hubo una confusión en la
pieza acusatoria del contenido del archivo audiovisual.  En ese sentido, no se generó un vicio para la defensa, pues tanto en la
audiencia preliminar como en el señalamiento a juicio, se puso a disposición de las partes el conjunto del material probatorio, lo que
incluía el video bajo estudio.  En otro orden de ideas, el artículo 9 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial
dispone lo siguiente: “El Organismo dejará constancia de las cosas, hechos o circunstancias de interés en la investigación, por
medio de memorias, informes, diseños y cualesquiera otros medios científicos, tales como fotografías, fotocopias, cintas
magnetofónicas, diagramas, planos, etcétera. Los elementos de prueba así obtenidos deberán ser individualizados y asegurados,
para efectos de garantizar la veracidad de lo que hacen constar, por medio de una razón que indique lugar, día, hora y
circunstancias en que se obtuvo, firmada por el funcionario o funcionarios responsables de su obtención, y debidamente sellada. En
casos especiales serán, además, asegurados con lacre”.  Esta norma es la que obliga a las autoridades policiales del O.I.J. a
elaborar la cadena de custodia de la evidencia que se recolecte y que estime de interés para la investigación criminal. A criterio de
esta cámara, la constancia de folio 67 cumple satisfactoriamente con las exigencias de la previsión legal comentada, aún con la
omisión de la hora y la fecha de recepción del video en cuestión, así como del canal tecnológico de su transmisión. La Sala Tercera
de la Corte Suprema de Justicia ha dicho lo siguiente: “Es conveniente considerar que para efectos procesales la cadena de
custodia inicia desde que los órganos policiales entran en poder de las evidencias recabadas, y no opera cuando estas se
encuentran en manos de particulares que no están obligados a conocer la forma en que deben ser manejados los objetos que
eventualmente pueden ser sometidos a investigación policial” (resolución número 2004-1409, de las 08:55 horas del 10 de
diciembre de 2004). En un sentido similar, se indicó lo siguiente: “Adicionalmente, advierte esta Sala que los reclamos por violación
a la cadena custodia antes de entregar la evidencia a los oficiales del Organismo de Investigación Judicial, son improcedentes
debido a que el video que contiene las imágenes y sonido del asalto es un elemento aportado por el ofendido, quien se encuentra
exento  de observar las formalidades previstas para las autoridades judiciales y auxiliares, lo que para nada desvirtúa el valor
probatorio del registro.  Cabe recalcar que el origen de la prueba, es un dato más que tendrá que analizar el juzgador al momento
de su análisis, tal como hizo el a quo, que luego de escuchar al ofendido sobre el procedimiento empleado para extraer del sistema
las imágenes de interés y grabarlas luego en un disco compacto, concluyó, acertadamente para esta Sala, que no existían
elementos para dudar de la integridad de la prueba…” (resolución número 2010-982, de las 10:00 horas, del 17 de setiembre de
2010 de la Sala Tercera del Corte Suprema de Justicia.  El subrayado no es del original).  De modo que, como ya se expuso, a
través del código hash se puede establecer la trazabilidad del video desde su creación y su fuente, así como el a quo garantizó su
integridad, conforme se ha apreciado con anterioridad.  De ahí que el acta de extracción de video contiene los elementos
necesarios para, a partir de la obtención efectiva del archivo audiovisual por parte de la policía, iniciar la cadena de custodia.  Así,
se indicó el número de activo donde estaba conservado el video; el nombre de la persona que lo remitió a los investigadores
judiciales y su relación con la persona secuestrada; y el número de teléfono desde el cual se envió la prueba en cuestión.  Esta
información fue corroborada por la señora [Nombre 014] en el juicio.  De modo que la cadena de custodia del video y,
concomitantemente, la obligación dispuesta en el artículo 9 de la Ley Orgánica del O.I.J., inició a partir de la recepción del archivo
audiovisual bajo estudio por parte de los investigadores judiciales y no desde que lo recibió la ofendida [Nombre 014], como para
suponer que la inexistencia de un eslabón de esa cadena de custodia -el paso del video desde el teléfono celular de doña [Nombre
014] al del fiscal González Navas o cualquier otro número telefónico utilizado por este último- genera un vicio al debido proceso o
una ruptura de la secuencia de custodia de la evidencia.  De modo que los investigadores judiciales sí cumplieron con lo previsto en
la obligación procesal comentada y, por tanto, se desecha el alegato recursivo sobre el particular.  Así las cosas, al no verificarse
que el tribunal de instancia vulneró las garantías procesales del justiciable [Nombre 001], se desestima el motivo.
 II.- En su segundo motivo reclama “ilegal rechazo de la nulidad de la orden de allanamiento dictada en los autos”.
Describe que, a partir de la página 6 de la sentencia apelada, propiamente en el primer considerando, el tribunal de instancia
determinó que la orden de allanamiento era válida, a pesar de las objeciones de la defensa y de su contenido, el cual estima ilegal.
Luego de sintetizar el razonamiento del a quo, el impugnante reclama que este es errado, además de “su complicidad en la
irresponsabilidad judicial”.  Señala que la orden de allanamiento cuestionada cita, en su respaldo, aspectos ajenos a esta causa y
que reforzaron la conciencia de la juzgadora que la emitió acerca de la procedencia de la gestión fiscal.  En concreto, indica el
defensor, se trata del grado de probabilidad que se alimenta de la evidencia recabada a partir de compras realizadas y, en este
caso, no se efectuó ninguna, siendo que en dicho acápite no se menciona absolutamente nada del secuestro extorsivo juzgado.
 Remite a los folios 41 y 42 del expediente. Comenta que, si se continua con la lectura de la orden de allanamiento, se desprende, a
folios 43 y 44, que la jueza la dictó por supuestas actividades ilícitas de venta de droga y no de un secuestro.  Reitera que no
existe, en todo el acápite de probabilidad, ninguna referencia a los hechos juzgados, “que se limita a incluirse en los folios 40 vuelto
y 41 frente, son que ello sea suficiente para fundar la resolución”. Destaca que el aspecto fundamental de una orden de
allanamiento es el grado de probabilidad para dictarla, conforme lo exige el numeral 195 del Código Procesal Penal, lo que no se
cumplió en este asunto.  Por tales motivos, estima que el a quo erró en su fundamento al rechazar la ilegalidad de la orden de
allanamiento y se “limitó a considerar que los aspectos de las direcciones, imputados, el nombre del fiscal y el número de causa era
suficiente para estimarla válida, convirtiendo este tipo de orden en una chapucería que se puede completar con cualquier
fundamento o probabilidad para restringir una garantía constitucional”.  Tal circunstancia, en su consideración, exige declarar con
lugar el motivo, por insubsistencia de la resolución apelada y, por tanto, excluir la orden de allanamiento del acervo probatorio.
 Solicita anular la condena de su representado y devolver los autos al tribunal de origen para que se celebre un juicio de reenvío en



donde le sea dable valorar la prueba sin la orden de allanamiento y, con ello, excluir toda la evidencia derivada de ella, incluyendo
lo encontrado en las viviendas allanadas.  Posición del Ministerio Público: No contestó.  No ha lugar: Sobre este tópico, el
tribunal de instancia reconoció que la juzgadora penal siguió una práctica indebida, como lo fue el empleo de un “machote” o
plantillas preconstituidas para la elaboración de la orden de allanamiento cuestionada y el descuido en su confección al no eliminar
fragmentos o pasajes de otras investigaciones criminales.  Estimó que, del estudio de la resolución de las 09:40 horas del 30 de
noviembre de 2023, dictada por el Juzgado Penal de Heredia, se advertían cinco frases que no corresponden a los hechos
juzgados y procedió a concretarlas y citarlas.  Consideró que, si se suprimen hipotéticamente tales pasajes, permitía la lectura fluida
del documento y, del resto de este, se derivaba que la orden de allanamiento corresponde a este caso.  Reiteró que las frases del
otro asunto, donde se tramitó un ilícito vinculado a la venta de drogas, se trató de una desatención de la jueza penal carente de
consecuencias jurídicas, pues no afectó la validez de su actuación.  Al respecto, precisó que los siguientes motivos: (i) la fecha de
la resolución corresponde con la de los hechos juzgados; (ii) se alude a la solicitud fiscal efectuada por el fiscal a cargo de la
investigación, el licenciado Allan González Navas, quien se desempeñaba en la Fiscalía de Heredia y fue autorizado a participar en
el acto; (iii) existe coincidencia entre el número de expediente y los delitos perseguidos; (iv) el cuadro fáctico insertado en la
resolución es el de este caso; (v) “sobre el grado de probabilidad, a folio 42, la jueza a cargo valoró que el ofendido, en su
denuncia, había dado sendos detalles de su secuestro, lo que se corresponde con la existencia de una noticia criminal primigenia
por su parte y que así lo respaldaba el video enviado por su familia para darle crédito y permitir el acceso a la esfera de intimidad
del domicilio de los sospechosos, probanza esta que ha sido ampliamente discutida en debate y hasta reproducida, con lo que es
claro que obedece a la sumaria en cuestión”; (vi) el allanamiento se justificó en la recolección de prueba que es compatible con los
hechos juzgados, en concreto, recabar elementos pilosos; así como en la urgencia de verificar si había otras personas
secuestradas o heridas; (vii) se hizo mencionó del informe policial como génesis de la investigación criminal; y (viii) las direcciones
de las viviendas a allanar corresponden fielmente a las moradas de los encartados.  Como puede apreciarse, las anteriores
razones no están siendo combatidas o refutadas por el apelante, cuyo alegato se limita a reiterar su exposición en el juicio.  Esta
Cámara estima que la decisión impugnada es correcta, pues del estudio de la orden de allanamiento, resuelta por la jueza Edelvais
Sanabria Vargas a las 09:40 horas, del 30 de noviembre de 2023, arriba a las mismas conclusiones.  Así, el encabezado de la
orden de allanamiento claramente remite a la solicitud que efectuó el fiscal González Navas y alude a la posible comisión de un
delito de secuestro extorsivo, así como menciona los hechos investigados.  Posteriormente, en un acápite titulado “pertinencia de la
diligencia” se estudia los sucesos vinculados a esta causa y, luego de una referencia legal sobre el allanamiento, se indicó el
subtítulo de “probabilidad”, en donde se consignó lo siguiente: “Resulta así con la información que se cuenta y la evidencia
generada de las compras realizadas, la necesidad de autorizar la solicitud formulada por la representación fiscal, por cuanto resulta
ser un medio idóneo para acceder a mayor información…” (el subrayado no es del original) y se continua con aspectos dogmáticos
de la figura procesal, hasta que se consigna el nombre de los imputados y se refiere la fecha del allanamiento.  En la justificación
del acto de investigación, nuevamente, se alude a un ilícito relacionado con la venta de narcóticos, para concluir de la siguiente
forma: “Es por medio de los indicios presentados ante esta autoridad judicial, que se concluye que los encartados están dedicados
al delito de extorsión, lo cual inicia desde la denuncia en donde se pone en conocimiento a las autoridades el ofendido, luego viene
el informe presentado por la policía administrativa el cuál tuve a la vista previamente, por lo que es necesario pertinente e idóneo
otorgar la presente solicitud de allanamiento”. Conforme la radiografía de la orden de allanamiento se desprende que,
efectivamente, se trata de una fórmula preconstituida cuya elaboración revela descuidos por parte de la jueza que la emitió y, pese
a estos, no la deslegitima ni descalifica. Véase que, aunque es cierto que en algunos pasajes del indicio de probabilidad se hace
mención a evidencia relacionada a las investigaciones de narcomenudeo, la introducción y la conclusión son elaboración propia de
la juzgadora y estas se encuentran íntimamente vinculadas a este asunto, al punto que, como lo refirió el a quo, la jueza Sanabria
Vargas expresamente consignó que tuvo a la vista el informe policial que generó la detención de los acusados [Nombre 001] y
[Nombre 007].  De ahí que se concluye que, suprimiendo hipotéticamente las frases y las palabras alusivas a la investigación por
narcomenudeo, la orden de allanamiento se giró pensando en la evidencia documental recabada hasta ese momento en este
asunto y que la jueza penal estudió para así validar la gestión fiscal.  Por ello, no es posible admitir, como lo hace el defensor, que
la integridad y la totalidad de la resolución de allanamiento está dedicada exclusivamente a una investigación propia de
narcotráfico, sino que se trató de una práctica inadecuada de emplear un “machote” que no fue leído antes de ser firmado.  Se
insiste que, como se consignó en la cita que se insertó de la resolución bajo estudio, que la jueza penal sí ponderó los documentos
que el fiscal González Navas le aportó con su solicitud y que están relacionados con el delito de secuestro extorsivo y, una vez
concluido tal análisis, determinó la viabilidad del allanamiento en cuestión.  De ahí que debe avalarse la decisión de mérito, pues
eliminando las breves referencias al narcotráfico, se infiere que el allanamiento se emitió luego de que se estimara que existía
evidencia de la probabilidad de la existencia del ilícito de secuestro extorsivo.  En síntesis, el a quo no valoró únicamente elementos
nominales o formales como el nombre de los justiciables o del fiscal, o el número de causa, sino también su contenido sustancial,
así como el apartado relativo al indicio de probabilidad, para estimar que la orden de allanamiento era legítima, aun si esta era
considerada como “chapucera”.  En vista de que el apelante no refutó los argumentos expuestos por el tribunal de instancia y que
limitó inadecuadamente los motivos para rechazar la actividad procesal defectuosa formulada sobre el tema, procede el rechazo del
motivo. 
 III.- En su tercer motivo reclama “errónea fundamentación del Tribunal en cuanto a la valoración de la prueba del recibo
de entrega del dinero por la empresa Western Union”. Describe que en la página 73 de la resolución apelada, se valoró un
argumento que planteó en sus conclusiones del debate y que estaba vinculado con la hora en que fue presuntamente remitido el
dinero exigido por los supuestos secuestradores. Menciona que, de acuerdo con la sentencia impugnada, los hechos constitutivos
del ilícito ocurrieron en la madrugada del día 30 de noviembre de 2023, cerca de las 6 a.m.  Señala que no es posible que exista
una prueba material según la cual el dinero se envió ese mismo día, pero seis horas antes, sea a las 12 a.m. Considera que tal
circunstancia genera una duda razonable del motivo de la remisión del dinero y su relación con los hechos juzgados, pues no
existiría un vínculo causal entre ambos.  Explica que el recibo de folio 16 fue prueba admitida, analizada y valorada e, incluso, el
testigo [Nombre 016] indicó que entregó el dinero enviado a las 9:29 a.m., es decir, casi 10 horas después de ser remitido a las 12



a.m.  Señala que tal deponente también expuso que el dato de la hora de envío se le colocó en Panamá y que no es posible
alterarlo.  Estima lo siguiente: “Ahora bien, ante la duda de porqué el dinero aparece remitido casi 10 horas antes de su retiro y
caso 6 horas antes de los supuestos hechos del secuestro, el tribunal simplemente lo ignora, de una manera poco responsable.
Indica que NO SABE PORQUÉ APARECE ESA HORA Y QUE NO CONOCE ESE SISTEMA PANAMEÑO. Ello sorprende por torpe e
irresponsable. Es evidente que la hora panameña está adelantada una hora a la nacional, por lo que el dinero fue remitido a las 11
p.m. del día 29 de noviembre, para lo cual no se requiere conocimientos tecnológicos profundos e inclusive para entender las
deposiciones de los testigos, se impuso de esa diferencia horaria. Y si los dilectos jueces admiten que NO SABEN LA RAZÓN DE
ESA HORA DE LA REMISIÓN DEL DINERO, deben partir de la base de que esa fue la hora en que el dinero fue enviado y dudar
evidentemente del marco fáctico acusado. Pero no. Simplemente afirman que no existe ninguna explicación del envío de un dinero
por 500 dólares de [Nombre 021] a [Nombre 001] aún el día anterior, pero ello no le corresponde a los imputados ni a la defensa
explicarlo”. Reitera que se trató de un dato no cuestionado ni aclarado en la imputación fiscal y que, en su opinión, la “desmonta”,
en virtud de que, si el dinero fue enviado desde la noche anterior a los hechos, estos últimos no pudieron ser el evento generador
de la remisión de los dólares y, por tanto, de todo el andamiaje fáctico elaborado por el Ministerio Público y avalado por el a quo.
 Sostiene que posteriormente el tribunal de mérito pretende “escapar” de su incapacidad para explicar la hora y el día del envío del
dinero mediante artilugios propios de un fiscal y no de una autoridad jurisdiccional imparcial.  Estima que el motivo para tal
invocación es porque, al ser la fecha del envío del dinero anterior a los hechos, demuestra la falsedad de los sucesos imputados.
 Indica que la omisión y el desinterés de tratar el tema, evidencia la parcialidad del a quo al obviar prueba que favorecía a la
defensa.  Explica que posteriormente la resolución apelada menciona que no tendría lógica que se hicieran llamadas para exigir el
dinero si este ya se había enviado, razonamiento que, en su criterio, ignora que tales comunicaciones son producto de la
imaginación de los ofendidos, porque, a pesar de que la señora [Nombre 014] alega que remitió los mensajes al fiscal, estos no
llegaron al expediente y no existe prueba de ello.  Refiere que “quien se sorprende de la sorpresa del Tribunal es esta defensa,
quien no entiende la falta de atención de los jueces a un tema toral que desmonta la estructura fáctica de la acusación y deja sin
valor toda la sentencia”.  Insiste en que, para el a quo, la remisión del dinero se hizo unos minutos antes de que los supuestos
secuestradores acudieran a su retiro, es decir, cerca de las 9:30 a.m. de 30 de noviembre de 2023, a pesar de que la evidencia
técnica, objetiva y científica indique que se envió a las 11 p.m. del día anterior. Concluye su disertación de la siguiente manera: “Sin
palabras…más allá de señalar un vicio absoluto de fundamentación de la sentencia, propio de un juicio de IN-CONCIENCIA
inaceptable en un estado de derecho”. Solicita declarar con lugar el motivo, por carencia absoluta de fundamentación de la
resolución apelada, la cual sostiene que es insubsistente.  Gestiona que, ante una duda imposible de aclarar, procede absolver al
imputado [Nombre 001] por los hechos acusados.  Posición del Ministerio Público: No contestó.  Sin lugar: El tema tratado, que
como informó el recurrente, fue expuesto en los alegatos finales del debate por la defensa, fue resuelto por el tribunal de instancia
de la siguiente forma: “En la etapa de conclusiones, las defensas técnicas de dos de los encartados ([Nombre 001] y [Nombre
027]), han cuestionado el hecho de que en el comprobante de depósito, visible a folio 16, la hora en que el mismo en principio se
realiza desde Panamá, es las "12:00:00 AM" y que por ende, no existe delito alguno o pago indebido ninguno, por que se trata de
un depósito previo a los hechos o a la llamada extorsiva. Sobre lo anterior, el Tribunal ha realizado distintas valoraciones, que
brindan sustento a la decisión tomada, al validar en un todo la prueba, considerarla fundamental para acreditar los hechos y por
ende, declarar culpables a los ahora sentenciados. En primera instancia, considera el Tribunal que la indicación tan exacta -que ya
de por sí resultaría cuestionable- de una hora, con cero minutos y cero segundos, se deriva de un sistema de otro país (conforme
lo advirtió el testigo [Nombre 016], como funcionario de la entidad Western Union, al explicar que los datos del depósito (origen)
eran del sistema panameño), sobre el cual, no existe ningún conocimiento en el nuestro, es decir, el manejo de los datos del
sistema ajeno al costarricense, no es algo que se pueda determinar con exactitud, siendo que el funcionario que asistió a juicio, de
forma clara podría decir con certeza, la hora, día, operador, destinatario, de la transacción realizada en su oficina, pero no, del
trámite que se ejecutó, en territorio panameño. En segundo lugar, no existe, ni se ha brindado en el contradictorio, una explicación
lógica y razonable, más que el fin de lucro injusto, que buscaban los secuestradores al privar de libertad a [Nombre 010], del por
qué el señor [Nombre 021], remitiría la cantidad de 500 dólares al encartado [Nombre 001]. Es decir, el pago indebido y exigido por
la liberación de su hijastro, es la única razón certera, que permite entender un envío de dinero de Panamá a Costa Rica, de
[Nombre 021] a [Nombre 001]. Entre ellos nunca ha existido una relación previa, de amistad, laboral, de negocios, de algún tipo,
que justifique el depósito del dinero, siendo que el motivo se explica, en los hechos que la fiscalía les imputó a los sentenciados y
que se han tenido por acreditados con toda la prueba analizada, incluyendo el documento de marras. En tercer lugar, no entiende
el Tribunal por qué se discute únicamente la hora del depósito realizado en el país vecino, si todos los demás datos coinciden con
lo investigado, identifican plenamente al acusado [Nombre 001] y lo incriminan como el beneficiado directo del monto de dinero
remitido. Si se observa la prueba de folio 16, se concluye que a [Nombre 001], cédula [Valor 005], se le tiene como destinatario y
receptor, de la suma de 500 dólares, suma que retira el día de los hechos acusados, sea el 30 de noviembre de 2023, a las
09:29:13 horas, es decir justo cuando dice la madre del ofendido ya habría regresado su pareja de trabajar, ya habían podido
tramitar un préstamo para hacer el pago y ya se las habría alertado que el pago estaba hecho. El remitente es [Nombre 021], lo
envía desde Panamá, la Chorrera (su lugar de residencia), de igual forma el día de los hechos. En definitiva, no encuentra el
Tribunal motivo por el cual cuestionar uno de los datos del comprobante, cuando todos los demás incriminan de forma certera a los
imputados. Por último, entiende con certeza el Tribunal, que no existe razón lógica, para que los imputados realizaran una serie de
llamadas a la familia del ofendido, al menos una video llamada, enviaran el video valorado en esta sentencia y continuaran la tortura
de la víctima, si ya desde las 12:00:00 horas contaban con el dinero que les interesaba depositado a nombre de uno de ellos.
Cuestiona el Tribunal el sentido que tendría para los captores seguir llamando a los familiares del ofendido (a su padre, una tía, su
madre, padrastro), seguir insistiendo en un pago (se evidencia que nunca se hizo referencia a otro pago, o en un monto adicional,
sino a uno sólo), arriesgarse al enviar videos y hacer llamadas donde podían ser identificados físicamente o por sus voces y en
definitiva mantenerse en su actuar delictivo, si ya habían conseguido su fin último. Si la comunicación con [Nombre 021] era fluida,
al punto que apenas remite el dinero y les avisa salen de la casa a retirarlo, entonces no tendría razón de ser el que don Fidel
hiciera la transacción desde las doce de la mañana y los hechos delictivos se mantuvieran en el tiempo por más de nueve horas, sin



esperar algún monto de dinero adicional. En definitiva, para el Tribunal es claro, que la remisión del dinero se hace unos minutos
antes de que los captores acudieran a su retiro, en las oficinas de Western Union” (copia literal tomada de las páginas 73 y 74 de la
resolución apelada). Esta cámara valida el razonamiento contenido en la anterior cita.  El problema subyacente del reclamo
recursivo es que asume categóricamente, incluso otorgándole el carácter de prueba “científica” al documento bajo estudio, que el
envío del dinero se hizo a las 12:00:00 a.m. del día 30 de noviembre de 2023, cuando ello no se deriva de las circunstancias que
gravitaron alrededor del envío del dinero desde Panamá hasta Costa Rica.  Al margen de que, como lo expuso el a quo, no es
creíble que el señor [Nombre 021] se hubiera apersonado a las oficinas de Western Union de su localidad y hubiera remitido $500
al justiciable [Nombre 001] exactamente a las 12:00:00 a.m. (medianoche) del día 30 de octubre de 2023, lo cierto es que la hora de
la transacción es un proceso automático derivado del llamado “reloj del sistema”, el cual es manipulable por la persona operadora
de la computadora desde la cual se hace el envío del dinero, al ser el reloj un elemento del hardware. Al respecto se ha dicho lo
siguiente: “3) Retención de tiempo y fechas. Las fechas y las horas de creación, acceso y modificación de un fichero pueden
resultar de mucha utilidad a la hora de elaborar un informe pericial. Estos datos están vinculados a la fecha y la hora del reloj del
sistema y, a pesar de que pueden ser de mucha utilidad forense, lo cierto es que se pueden modificar con facilidad y pueden no ser
significativas. La fecha y la hora de los ficheros analizados puede ser muy relevante en algunas investigaciones, como por ejemplo
las intrusiones en los sistemas informáticos. En este tipo de análisis es muy importante poder relacionar los datos horarios
proporcionados por los ficheros de registro (o ficheros log) de conexión con la información localizada en los dispositivos
confiscados. Finalmente, siempre que sea posible (por ejemplo, en el caso del análisis de un ordenador aislado en un domicilio
particular), es interesante comprobar la hora y la fecha almacenada en la BIOS del sistema” (Arqués Soldevila, J.M., Colobran
Huguet M., y de Luis Gargallo, E. (2020) Fases y metodología de análisis forense). De modo que necesariamente para poder darle
una respuesta pertinente a la defensa, se requería contar con información del servidor desde el cual se hizo el envío del dinero, a
efecto de verificar si el reloj del sistema, que suele estar a la izquierda de la barra de tareas del sistema, estaba ajustado a la hora
real o, por el contrario, si estaba desactualizado, que es lo que aparenta que sucedió en este asunto.  La automatización del dato
de la hora y la fecha fue explicada por el operador de Western Union de Heredia, quien fue la persona que le entregó al acusado
[Nombre 001] el dinero enviado por [Nombre 021] el día de los eventos.  Así, [Nombre 016] sostuvo que “La fecha y hora la pone el
sistema. Creo que es porque está ligado a la computadora, no se manipula el dato” (página 45 de la sentencia apelada). De ahí
que, en síntesis, la hora y la fecha de la transacción no la otorga el sistema informático que soporta las transacciones financieras
de la empresa Western Union, sino el reloj del sistema de la computadora del operador que recibió el dinero de don [Nombre 021]
para remitirlo al imputado [Nombre 001]. De modo que la discusión no está en el uso horario de Costa Rica y Panamá, como lo
plantea el recurrente, sino en la configuración del hardware y del software del operador de Western Union que efectuó la
transacción desde Las Chorreras de Panamá.  Al no tenerse certeza de que el reloj del sistema en cuestión sea funcional, como lo
revela el dato de que marcó las 12 a.m. en punto, cuando obviamente las oficinas de Western Union estaban cerradas, debe
recurrirse a la prueba testimonial de las personas ofendidas, a partir de las cuales el tribunal de mérito derivó que la transacción
internacional se hizo minutos antes de las 9 a.m. del día 30 de noviembre de 2023.  Valga señalar que, si bien la señora [Nombre
014] explicó que le envió los mensajes al fiscal, al menos se logró recuperar el video observado en el juicio, de ahí que no es
completamente cierto que sea falsa la remisión de tal información. Por tales razones, se desecha el motivo, al ser insubsistente.
 IV.- La licenciada Cindy Flores Brenes, abogada defensora del acusado [Nombre 004], en un único motivo, aduce lo
siguiente: “Vulneración al debido proceso”. Con el subtítulo de “Indebida valoración de la prueba. Inobservancia de los preceptos
legales 228, 230 y 184 del Código Procesal Penal”, relativo a la individualización de su representado, refiere que su queja está
relacionada con la violación a las reglas de la sana crítica, pues, en su opinión, en los autos del expediente no existe ningún acto
procesal válido que permita dar con una identificación plena de su patrocinado y, por tanto, de su participación en los hechos
juzgados.  Explica que en las líneas 6 y 7 de la página 513 del expediente, el tribunal de instancia señaló que se contaba con la
declaración de [Nombre 022], quien es oficial del O.I.J., relativa al reconocimiento fotográfico general efectuado por tal entidad.
 Destaca que su queja consiste en que el a quo omitió ponderar que tal declarante no podía dar fe de tal actuación policial porque
no participó en ella, lo que lo convierte en un testimonio de referencia.  Luego de transcribir un extracto de la resolución apelada, el
habido entre las líneas 2 a 7 del folio 514, subraya que la posesión del inmueble no es un hecho controvertido e insiste en que la
presunta participación de su defendido se efectuó en inobservancia del numeral 230 del Código Procesal Penal, el cual reproduce
en su recurso.  Menciona que las reglas dispuestas en tal artículo procesal se refieren a las del reconocimiento en rueda de
personas, enumeradas en el numeral 228 ibidem, el cual transcribe en su memorial, para insistir en que la diligencia cuestionada no
contiene los requisitos esenciales y ello fue inobservado por el a quo.  En apoyo de su postura, la licenciada Flores Brenes
transcribe extractos de las resoluciones N°855-03, N°8-04, N°541-04, N°1385-04, N°1435-04, N°1509-2008 y N°1479-2007 de la
Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Por tales razones, estima que la prueba cuestionada “no fue valorada conforme a las
reglas de la sana crítica racional y en flagrante infracción de los numerales 228, 230 y 184 del código de rito; por lo que no puede
ser el fundamento de una sentencia condenatoria, en especial en el supuesto que nunca fue un hecho controvertido que al
inmueble ingresaban un número indeterminado de toxicómanos adictos al crack”. Como un segundo subtítulo, agrega el siguiente:
“Violación a las reglas de la sana crítica racional e indebida fundamentación”. Sostiene que, en relación con el reconocimiento
fotográfico, expuso las anteriores consideraciones en sus conclusiones del debate, pero no hubo ni siquiera “una leve mención” de
ellas en la resolución apelada, la cual, en su criterio, constituye una carencia de una debida fundamentación que le permita a la
defensa técnica y material determinar cuál fue el valor probatorio que se le otorgó a tal elemento de convicción y cuáles fueron las
razones para darle tal peso. Después, la impugnante vuelve a insertar el mismo extracto de la sentencia apelada que había
transcrito con anterioridad y reproduce pasajes de las resoluciones N°258-1995 de la Sala Tercera y N°1309-2006 de la otrora Sala
de Casación Penal.  Como un tercer subtítulo, la licenciada Flores Brenes introduce el siguiente: “Indebida valoración de la prueba.
Trazabilidad de la Cadena de Custodia y Quebranto a la Unidad del Acto. Violación a las reglas de la sana crítica racional ”. Luego
de destacar que su reclamo versa sobre la legalidad del video utilizado como base del fallo condenatorio y de transcribir un pasaje
de la resolución apelada, destaca lo siguiente: “Lo cierto del caso es que en la recolección del video de marras, existe un flagrante
quebrantamiento en la cadena de custodia, en varias dimensiones, la primera de ellas en la UNIDAD DEL ACTO Y LA



CONSECUENTE TRAZABILIDAD, y es que como su Honorable Autoridad puede apreciar la supuesta llamada extorsiva y la
remisión del video se realizaron en las primeras horas de la mañana del día 30 de noviembre del 2023 y del dicho de la señora
[Nombre 014] se desprende que se desmayó de inmediato que recibió el video y que estuvo hospitalizada 3 días, empero el tribunal
de juicio fue omiso al valorar que según se desprende del acta de extracción dicho video, este salió del ordenador del Poder
Judicial a las 15:59 minutos del día 30 de noviembre de 2023, pero no se sabe a qué horas llegó, quién lo envió, ni por que medio,
ni mucho menos quién lo recibió, entonces estamos ante un rango de tiempo de al menos 5 horas donde se desconoce que paso
con el video de interés, y esto señores jueces nos lleva a valorar la segunda dimensión en la infracción a la cadena de custodia, y
esta es la IDENTIDAD DEL PRUEBA lo cierto es que la señora [Nombre 014] pudo decir que ella recibió observó el video del que
luego perdió completa custodia, ya que se encontraba hospitalizada tras haber perdido el conocimiento y en el contradictorio lo
cierto es que se reprodujo un video que ella en ningún momento observó y por ende no pudo dar fe que se tratarse del mismo video
que había recibido el día de los hechos, por lo que no tenía el tribunal certeza que se requería para determinar que se trataba del
mismo, pero la situación que viene a generar una duda insuperable respecto a la identidad de la prueba, se colige de lo narrado
por el investigador del Organismo de Investigación Judicial don [Nombre 022], quién si observó el video en el contradictorio a
solicitud del Ministerio Público y fue conteste en indicar que ese no era el video que el había visto, por lo que no alcanzó el Tribunal
la certeza que le compele la ley para determinar sin lugar a dudas que el video traído al contradictorio fuese el mismo que se remitió
por parte de los encartados, o el que recibió doña [Nombre 014] y mucho menos que este no haya sido manipulado por terceros,
máxime que como ya se expuso existe una incerteza insuperable sobre donde estuvo y en manos de quién llegó al Organismo de
Investigación Judicial de Heredia…”, para continuar repitiendo su alegato. En su apoyo, transcribe pasajes de las resoluciones
N°2004-57, de las 09:10 horas, del 6 de febrero de 2004, de la Sala Tercera y N°7179-2000, de las 14:05 horas, del 16 de
setiembre de 2000, de la Sala Constitucional, relativo a la cadena de custodia. Estima que la resolución apelada contiene una
indebida valoración del video en cuestión, el cual constituye la génesis de todo el acervo probatorio del actor penal y, al hacerse el
test lógico de supresión hipotética, se carece de otros elementos que permitan arribar a la certeza exigida por la Ley. Considera
que el razonamiento del a quo supera las barreras legales previstas en los artículos 181 y 182 ibidem y deviene en una flagrante
omisión a la obligación legal del principio de interdicción de la arbitrariedad en contraposición con el vicio de preterición, lo que
apoya con la transcripción de las resoluciones N°830-2022, N°96-2023, N°259-2023 y N°1122-2023, todas del Tribunal de
Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. Como un cuarto subtítulo, menciona el siguiente:
“Violación a las reglas de la sana crítica racional e inobservancia de los preceptos legales 142, 143 y 363 del Código Procesal
Penal”. Especifica que su reclamo está vinculado a la nulidad de la orden de allanamiento. Luego de transcribir un pasaje de la
condena impugnada, la licenciada Flores Brenes sostiene que el a quo incurrió en una franca violación a las reglas de la sana
crítica racional e inobservó los requisitos sine qua non que deben poseer las resoluciones judiciales, lo que apoya con la
transcripción del numeral 142 ibidem. Refiere que la omisión reclamada consistió en que no se efectuó la correspondiente
valoración intelectiva bajo las reglas de la experiencia, la lógica y la sicología, en virtud de que el tribunal de mérito le restó absoluta
relevancia a la falta de fundamentación intelectiva efectuada por la jueza penal que dispuso el allanamiento, de cuya orden se
desprende que no existe una sola frase dedicada a la valoración de prueba de la especie, “ya que dicha resolución posee una
mención de los hechos investigados en el apartado correspondiente y en el apartado siguientes subtitulado como “…PERTINENCIA
DE LA DILIGENCIA…”, apenas dedicó 10 líneas a enunciar los presupuestos que se desprenden de la solicitud fiscal y
posteriormente los restantes párrafos utilizados (a folio 41 frente y vuelto de la orden de allanamiento) están llenos de frases
cajoneras (machotes) que si se hace un test lógico se lograría determinar que encajan sin problemas con cualquier solicitud de
allanamiento”.  Destaca que, lo “más grave todavía”, es que a folio 41 vuelto, en al apartado denominado “probabilidad”, cuya
primera frase es la única parte que podría considerarse como construcción de la jueza y que hace mención de elementos de
prueba que no corresponden a este asunto, lo que apoya con la reproducción de extractos de la orden de allanamiento, para
continuar aludiendo a párrafos “cajoneros propios de un machote que reiteradamente encuadran con cualquier caso, que van de
folio 41 vuelto a folio 42 frente de la orden de marras”, para enunciar los nombres de los imputados y la hora del allanamiento, lo
cual no es una enunciación propia de una fundamentación descriptiva. Sostiene que, cuando se arriba al apartado donde la jueza
debe justificar, mediante una labor intelectiva, cuáles son los presupuestos que valoró para determinar que la diligencia es apegada
a derecho, de nuevo valoró elementos que no son de la especie, lo que apoya con un pasaje de la resolución apelada.  Señala
que, en el folio 43 vuelto, luego de una serie de frases “cajoneras”, se volvió a aludir a una investigación criminal de un caso
correspondiente a una infracción a la “Ley de Estupefacientes”, para lo cual reproduce un fragmento de la orden de allanamiento.
Menciona que ese mismo error se repite en la página 44 frente “en el intermedio de una pobre fundamentación descriptiva y una
cantidad enorme de frases cajoneras o de machotes aplicables a cualquier orden de allanamiento misma que hacen mención de
cuestiones de carácter procedimental”.  Señala que no comprende por qué la autoridad jurisdiccional de instancia especificó, en su
fallo, que al hacer un ejercicio de supresión hipotética -de las únicas frases que contiene una “leve” fundamentación intelectiva, la
que de por sí era “muy pobre” y valoraba elementos propios de un delito de otra especie- se obtiene una lectura fluida del
documento, lo que apoya con una trascripción de un pasaje de la resolución apelada.  Sostiene que el razonamiento del a quo
carece de fundamento lógico y apegado a derecho, así como violenta flagrantemente el numeral 142 ibidem, pues “el hecho de que
exista una enunciación de hechos propios de la especie, lo que la doctrina llamada Fundamentación Intelectiva, EN NADA VIENE A
SOLVENTAR LA CARENCIA DE UNA DEBIDA FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA, que permita según lo establece la norma,
comprender cuales fueron los elementos de prueba, y que valor les dio la persona juzgadora al momento de sustanciar su
decisión…” para volver a transcribir el artículo procesal antes citado.  Apoya su perspectiva con la reproducción de fragmentos de
la resolución N°1495-2005 de la Sala Tercera. Como agravio, expone que se generó un perjuicio de los derechos e intereses de su
representado, así como un daño al debido proceso y los principios que lo informan. Estima que la condena de su patrocinado es
incongruente con el acervo probatorio incorporado al proceso y su correcta valoración, con lo cual se le ocasionó una afectación
injustificada a la vida del imputado [Nombre 004] y a los principios de justicia y equidad.  Solicita que se declare con lugar el
recurso; se decrete la nulidad del fallo impugnado y se absuelva a su patrocinado de toda pena y responsabilidad, así como se
ordene su inmediata libertad, bajo el principio in dubio pro reo.  Subsidiariamente, gestiona que se declare la nulidad de la



[Nombre 025]

[Nombre 029]

resolución apelada y del juicio que la precedió, para que se ordene el reenvío al despacho de origen, a efecto de que se ejecute un
nuevo contradictorio conforme a derecho.  Posición del Ministerio Público: No contestó el recurso formulado por la licenciada
Cindy Flores Brenes, abogada defensora del acusado [Nombre 004].  No ha lugar: (A) Sobre el reconocimiento fotográfico: La
finalidad propia del acto investigativo del reconocimiento, sea fotográfico o en rueda de persona, está normada por el ordenamiento
procesal, en concreto, en su artículo 227 del Código Procesal Penal, el cual dispone que puede practicarse “para identificarla [a la
persona] o establecer que quien la menciona efectivamente la conoce o la ha visto”. De esta norma procesal, conforme ha resuelto
la jurisprudencia, es posible distinguir dos distintas orientaciones que tiene el reconocimiento en el proceso investigativo: (i) para
identificar efectivamente a una persona y (ii) establecer la veracidad de la asociación entre la enunciación que quien afirma conocer
o haber visto a una persona en relación con la identificación concreta del sujeto investigado.  Esta diferencia es relevante, en este
tipo de asuntos, porque el ofendido [Nombre 010] ya conocía, de previo a los hechos juzgados, al endilgado [Nombre 004], pues
vivió en la casa de este último, ello durante el mes anterior al secuestro.  De modo que no se trata, como pareciera entenderlo la
defensora, de un sujeto que identifica fotográficamente a otro ser humano que únicamente observó en ocasión de la comisión de
los hechos juzgados, sino que ya existía una relación previa entre ambos. Aunque es cierto que el reconocimiento fotográfico es
orientador de la indagación criminal, tal característica o finalidad se resalta -y es especialmente importante- cuando se ignora quién
es el responsable del evento penalmente relevante, pues permite a la policía judicial su búsqueda y la obtención de otros insumos
que permitan acuerpar su hipótesis. Ello no sucede en este caso, donde el imputado [Nombre 004] fue incluso detenido como
producto del allanamiento ejecutado al día siguiente de la ocurrencia de los hechos y en la vivienda donde ellos se dieron, así como
se encontró evidencias del secuestro.  Ese conocimiento previo entre ambas personas conduce a razonar, como lo ha hecho la
jurisprudencia, la posibilidad de prescindir del reconocimiento fotográfico y sustentar la identificación de [Nombre 004] a través del
testimonio del ofendido, cuya credibilidad no le fue cuestionada en el recurso. Así, el fin orientador aludido por la recurrente se
diluye o desvanece, en vista de la existencia de esa relación previa entre ambos hombres. Tanto el investigador judicial como la
propia víctima afirmaron ese conocimiento previo, en donde el agraviado vivía en la casa de habitación del sindicado [Nombre 004],
donde fungía como portero, mandadero, limpiador y vigilante.  Al respecto, el perjudicado dijo lo siguiente: “Se trató de que me vi en
una situación en que tuve problemas y me vi obligado a pedir refugio en la casa de esta persona que yo lo conocía como [Nombre
024], parecía buena persona, de buena familia. Pero consumía drogas y yo con tal de recibir su aceptación yo consumía con él” y,
sobre los hechos, especificó: “Participan tres personas, [Nombre 024], el dueño de la casa, el que me dijo que me iba a pagar un
sueldo, porque me ponía a hacer el aseo y me mandaba a hacer mandados, él me iba a empezar a pagar, pero nunca se lo
cobraba. Me sorprendió mucho su actitud al momento del secuestro. Yo era el portero, el que abría y cerraba la puerta, yo dejaba
salir a alguien si él me daba permiso” (el destacado es suplido).  De modo que, durante un mes previo a los eventos, la víctima
compartía regularmente con el imputado [Nombre 004], a quien conocía con el apelativo de “ ” e identificó como el
“dueño” de la vivienda donde se dieron los hechos.  Incluso el justiciable en cuestión tenía, entre sus contactos, el número
telefónico de la madre del ofendido, ya que, como este último no tenía consigo un dispositivo móvil, la llamaba a través del celular
del acusado [Nombre 004]. Así lo estableció el a quo, cuando refirió lo siguiente: “A pesar de lo anterior, [Nombre 010] no tiene
animadversión para con los imputados, siendo que a [Nombre 027] y a [Nombre 001] siquiera los conocía hasta esa madrugada del
30 de noviembre de 2023. Inclusive declaró [Nombre 010] que encontró "refugio" en la vivienda del imputado [Nombre 004],
informando al Tribunal que, este sujeto "parecía buena persona, de buena familia", reconociendo que le brindaba amparo y
protección ante su percepción de amenaza por los motivos expuestos, lo cual resulta completamente razonable dada su
vulnerabilidad. Tampoco el ofendido [Nombre 010] oculta su consumo de drogas.  Advirtió que consumía con el imputado [Nombre
004] con tal de recibir aceptación, indicando que el día del secuestro había consumido crack y que eso no le ocasionaba
alucinaciones.  Por otra parte, [Nombre 004] residía en la vivienda de marras, derivándose de las imágenes producto del resultado
del allanamiento y de la Inspección Ocular, que se trata de una edificación de buena calidad por el material de cemento y funcional
debido a los espacios de los aposentos que se muestran, inclusive la única casa que resalta en el sitio según el dicho de la
imputada [Nombre 027], siendo [Nombre 004] un sujeto que tenía en su poder armas de fuego, que en su propio domicilio
consumía drogas y recibía a otras personas para la misma acción, lo cual es riesgoso y por ello requería de alguien que estuviese
atento para controlar el acceso a su vivienda, además de que le hiciera "mandados", siendo esa la razón por la cual acoge a
[Nombre 010], para que esté bajo su orden y proceda a colaborar con el acceso a la residencia, siempre contemplando que la llave
la mantenía [Nombre 004] y daba instrucciones a [Nombre 010] sobre quién ingresaba o no.  A cambio, le decía que le iba a pagar
y le daba posada, permitiendo que durmiera en la cochera de su casa” (extracto tomado de las páginas 53 y 54 de la resolución
apelada).  De manera que el tema del reconocimiento fotográfico carece de la relevancia y transcendencia probatoria que le asignó
la impugnante, pues, incluso suprimiéndolo hipotéticamente, subsisten sendos elementos de prueba, cuya valoración no fue
cuestionada por la apelante, que concluyen en la certeza requerida de que el endilgado [Nombre 004] es la persona que el
agraviado identifica con el mote de “ ”, al ser el “dueño” de la casa donde ocurrió el secuestro extorsivo, posesión que
la misma recurrente admite que es un hecho incontrovertido.  En síntesis, el reconocimiento fotográfico es una prueba prescindible
dentro de la integralidad de la ponderación del material probatorio que efectuó el a quo.  Finalmente, aprecia esta cámara que el
reclamo es meramente formal, pues la defensa no ha alegado un error en la identificación del endilgado [Nombre 004] o una
confusión al respecto, lo que torna en una queja insubsistente.  (B) El tema del video ya fue tratado en el primer considerando de
esta resolución, por lo cual se remite a la abogada Flores Brenes a lo ahí indicado.  Conviene destacar que, pese a que la señora
[Nombre 014] afirmó que se desmayó al apreciar el video extorsivo, sí fue consciente de lo que sucedió posteriormente, pues
incluso habló con su hijo cerca del mediodía del mismo día de los hechos y le narró lo sucedido.  De ahí que no es posible inferir,
como parece sugerirlo o suponerlo la impugnante, que la señora [Nombre 014] no tuvo acceso a su dispositivo móvil durante los
tres días que estuvo hospitalizada o que perdió el control sobre su celular, pues ello no dimana de su testimonio.  Por otro lado,
obvia la apelante que, en el juicio, el video que analizó y estudió el tribunal de instancia fue el remitido por la señora [Nombre 014] a
la policía judicial y cuya obtención fue cuestionada por los recurrentes. Sobre la observación de tal elemento de prueba, el oficial
[Nombre 011] divagó si lo había observado en redes sociales o si cuando lo extrajo del ordenador del Poder Judicial.  Si se trató de
este último, sin duda, tuvo que ser el mismo evacuado en el contradictorio, al haberse respetado la cadena de custodia.  Si fue el



que circulaba en redes sociales, conforme el dictamen pericial 25-OPO/UAC/AEF-2024, visible a partir del folio 177, en las
memorias de los dispositivos móviles incautados a los imputados se encontró varios videos y “entre ellos se determinaron que
algunos son del ofendido víctima de privación de libertad y de agresión, donde incluso en uno de los videos el sospechoso
introduce el arma dentro de la boca del ofendido” y, de seguido, se insertó las imágenes parciales de ellos.  No existe evidencia de
cómo llegaron tales videos a las redes sociales, pues no se les consultó al ofendido o su madre si ellos los postearon, aunque sus
testimonios reflejan que no lo hicieron.  Así mismo, tampoco se contó con los videos que circularon en redes sociales, como para
poder afirmar que sea el mismo que se evacuó en el juicio.  De ahí que, en definitiva, puede ser que el oficial judicial hubiera visto
otro video y que no coincida con el que sirvió de prueba, pero esto no deslegitima el examen que sobre tal elemento de prueba hizo
el tribunal de instancia y que está siendo avalado por esta cámara.  Ello en virtud de que, lo que interesa, es el video que se
evacuó en el debate y que su introducción al juicio sea legítima, no aquellos videos que perennemente pueden estar circulando en
el cambiante mundo de las tendencias del internet.  Sus demás argumentos, ya fueron explorados con anterioridad, ello en el
primer considerando.  (C) También en relación con los alegatos de la defensa en contra de la orden de allanamiento, se le remite a
lo expuesto en el segundo considerando, al ser los mismos que los propuestos por el licenciado Villalobos Umaña.  Es relevante
agregar que la orden de allanamiento debe mínimamente contener una mención al estudio de la prueba ofrecida por el actor penal,
lo que sí cumple la resolución cuestionada, como se apreció en el segundo considerando al consignar que se tuvo a la vista el
informe policial inicial.  Al respecto, se ha dicho lo siguiente: “Se ha reiterado en nuestra jurisprudencia, que el requerimiento
constitucional se cumple no por lo novedoso de las referencias y del estilo de la redacción, sino en razón de que se verifique que
los datos aportados por el Ministerio Público, que resulten de interés, fueron sometidos a análisis por parte del juez de garantías, y
en ese tanto explique por qué estima razonable la vulneración al derecho a la intimidad, a la luz de las circunstancias particulares
del caso” (resolución N°2013-1531, de las 10:20 horas, del 18 de octubre de 2013, de la Sala Tercera de la Corte Suprema de
Justicia) y “Sobre el tema, esta Sala ha tenido oportunidad de pronunciarse de forma reciente y reiterada y ha entendido que
la fundamentación requerida de una autorización judicial de esta naturaleza, no necesariamente debe ser  extensa, sino que, lo
importante es, siempre y en todos los casos, que el operador jurídico verifique la existencia de elementos de prueba que
determinen la probable comisión de un delito, así como la necesidad y proporcionalidad de la medida.  Todo, con el objetivo de
evitar situaciones anómalas o arbitrarias, esto es, que se ordene el allanamiento de una morada sin existir motivo alguno para ello,
guiado por los argumentos de las partes, quebrantándose ilegítimamente así el derecho a la intimidad resguardado de forma
constitucional.  Lo anterior, de acuerdo con lo previsto, en el artículo 23 de nuestra Carta Magna, según el cual: “El domicilio y todo
otro recinto privado de los habitantes de la República son inviolables. No obstante pueden ser allanados por orden escrita de juez
competente, o para impedir la comisión o impunidad de delitos, o evitar daños graves a las personas o a la propiedad, con sujeción
a lo que prescribe la ley.”. (Ver resolución 2006-00918 a las 15:30 horas de 18 de septiembre de 2006).  Posición que mantiene
plena vigencia.  A lo que deberá agregarse que, tratándose del análisis de este tipo de situaciones, debe acudirse al sentido
común, tomando en cuenta las circunstancias que rodearon la realización de la diligencia de allanamiento cuestionada, pues de lo
contrario se volvería a la práctica del mero formalismo, guiado por el solo cumplimiento de requisitos procesales, sea, la nulidad por
la nulidad misma” (resolución N°2009-1158, de las 09:34 horas, del 16 de setiembre de 2009, de la misma Sala Tercera). En este
caso, conforme ya se apreció, la juzgadora Sanabria Vargas tuvo a su vista el informe policial que daba cuenta de la denuncia del
ofendido; de la observación del policía actuante del video extorsivo; y de la detención de los imputados [Nombre 001] y [Nombre
007] al momento mismo en que estaba retirando el dinero enviado por la señora [Nombre 014] como exigencia para que liberaran a
su hijo.  La sola apreciación de estas circunstancias, conforme la sana crítica racional, es suficiente para justificar el allanamiento
ordenado y, en cuyas viviendas, se encontró evidencia de interés, tales como el arma que se usó para intimidar al agraviado y las
gazas que se emplearon para aprehenderlo, así como se detuvo al otro coencartado [Nombre 004].  De ahí que, aunque la orden
de allanamiento es claramente un “machote” y que fue elaborada con evidentes descuidos, sí cumple mínimamente con las
exigencias que, para este tipo de resoluciones, exige el numeral 142 del Código Procesal Penal, conforme a las circunstancias que
rodearon la gestión del actor penal. Así las cosas, se desestima el recurso.
 
 

POR TANTO:
Se declaran sin lugar los recursos de apelación interpuestos por las personas letradas José Miguel Villalobos Umaña, defensor
particular del acusado [Nombre 001], y la licenciada Cindy Flores Brenes, abogada defensora del acusado [Nombre 004].
NOTIFÍQUESE.
 
 
 
 

Raúl Madrigal Lizano
 
 
 

María Milagro Granados García                                             Hannia Soto Arroyo       
Juez y Juezas del Tribunal de Apelación de Sentencia
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Imputado:  [Nombre 001] y otros.
Delito: Secuestro Extorsivo.
Ofendido: [Nombre 010].  
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